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Resumen: Una de las características más bondadosas del Derecho Mercantil 
radica en cómo la correcta comprensión y desarrollo de sus instituciones ha per-
mitido en no pocos casos “mercantilizar las relaciones civiles” optimizando estas 
últimas y mejorándolas en pro del bienestar de los individuos en sociedad. Por 
ello, se formula esta propuesta con miras a fomentar el poco conocido segu-
ro de condominio, con el objetivo de explicar los beneficios que implicaría su 
adopción en el mercado inmobiliario venezolano, lo cual fortalecería también la 
economía a través de la actividad aseguradora –que se destaca en el manejo de 
riesgos de terceros– en pro de mejorar las condiciones de habitabilidad en los 
condominios, reorientándolos hacia un verdadero y útil sentido de la previsión.
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Condominium insurance: a useful, underutilized tool for progress

Abstract: One of the most favorable characteristics of Commercial Law lies in 
how the correct understanding and development of its institutions has allowed, 
in quite a few cases, to ‘commercialize civil relations,’ optimizing the latter and 
improving them for the benefit of individuals in society. Therefore, this proposal 
is formulated with a view to promoting the little-known condominium insurance, 
aiming to explain the benefits that its adoption would entail in the Venezuelan 
real estate market, which would also strengthen the economy through insurance 
activity –noted for its management of third-party risks– in order to improve 
habitability conditions in condominiums, reorienting them toward a true and 
useful sense of foresight.

Keywords: condominium insurance, insurance activity, real estate market.

Recibido: 08/06/2026
Aprobado: 20/06/2026

*	 Abogado, Universidad Central de Venezuela. Especialista en Derecho Mercantil, Universidad Central de 
Venezuela. Profesor de pregrado y postgrado en la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas de la Uni-
versidad Central de Venezuela. Abogado litigante, miembro asociado de Borges Schnell & Asoc., e-mail: 
wegslegal@gmail.com





El seguro de condominio:
Una útil herramienta de progreso 
muy poco utilizada

Walther Elías García S.*

RVDM nro. 16, 2026, pp. 423-448
ORCID nro. 0009-0002-8174-6586

SUMARIO:

INTRODUCCIÓN. 1. ¿De dónde parte la necesidad de un seguro de este tipo? 2. 
¿Qué instrumentos encontramos en nuestro ordenamiento jurídico para avalar 
la viabilidad de este seguro? 3. ¿Cómo fomentamos la aplicación de este seguro 
conforme a las necesidades del mercado inmobiliario venezolano? CONCLU-
SIONES. BIBLIOGRAFÍA

INTRODUCCIÓN

Habitar en un condominio, o lo que es lo mismo, un edificio residencial, no suele 
ser generalmente un asunto fácil, más allá de los aspectos propios que pudieran derivar, 
por ejemplo, de la convivencia entre vecinos. No obstante, un porcentaje significativo 
de nuestra población reside en apartamentos, generalmente sujetos al régimen de pro-
piedad horizontal.

Aun así, sin entrar a verificar datos recientes, simplemente basta con mirar nues-
tro panorama urbano para evidenciar que —al menos en la ciudad de Caracas— exis-
te una muy importante cantidad de edificios residenciales, sobre todo si tomamos en 
cuenta la iniciativa del Estado Venezolano avanzada desde el año 2011 para construc-
ción de viviendas de interés social (apartamentos, generalmente).

Cada edificio o conjunto residencial, es como un universo propio, y, sin embar-
go, casi en su mayoría suelen tener en común las mismas necesidades a ser cubiertas y 
resueltas —al menos eventualmente— destacando casi siempre entre las mismas: (i) la 
elección de la junta de condominio o la contratación de una compañía administradora; 
(ii) el mantenimiento y servicio de los ascensores; (iii) la instalación, cambio, control 
y codificación de llaves de acceso al edificio; (iv) el mantenimiento de los portones de 
estacionamiento; (v) el mantenimiento de los sistemas de seguridad; (vi) el funciona-
miento y mantenimiento de las bombas de agua; (vii) el aseo del tanque de agua; (viii) 
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la jardinería; (ix) el control de plagas; (x) la reparación de filtraciones; (xi) el cambio de 
instalaciones de cables y tuberías, así como la pintura y la recuperación de la fachada o 
la remodelación de las áreas comunes; (xii) el mantenimiento del sistema de desechos; 
sin dejar de lado otro gran dolor de cabeza: las deudas de condominio por copropie-
tarios morosos, sobre todo, acentuadas por tendencias migratorias que han implicado 
—en gran variedad de casos— que el copropietario del apartamento conserve su in-
mueble, generalmente sin arrendarlo, pero sin que atienda cabalmente su conservación, 
o cumpla con la debida prioridad y diligencia con las cargas económicas inherentes al 
mismo, por ejemplo, el pago del condominio.

Visto así, al multiplicar estos mismos inconvenientes —repetimos, casi siempre 
comunes y al menos eventuales— por cada edificio, detectamos que ello se traduce en 
una gran escala de necesidades que no han logrado ser satisfechas ni resueltas cabal-
mente por los mismos copropietarios, con el agravante que el sector vivienda se carac-
teriza por conformar un punto tan neurálgico como sensible para toda sociedad, garan-
tizado además en nuestra Constitución Nacional como un derecho social fundamental.1

En este orden de ideas, partiendo del análisis de los instrumentos legales que 
regulan el sector asegurador, e igualmente, aquellos relacionados con la propiedad ho-
rizontal y la vivienda, nuestro planteamiento en las líneas subsiguientes se orienta a 
proponer y a incentivar la contratación del seguro de condominio con miras a que la 
población venezolana propenda al mantenimiento responsable de su copropiedad sin 
que ello signifique una merma en su poder adquisitivo, facilitándose así las condiciones 
de financiamiento para enfrentar algunas de las contingencias previamente enumeradas 
bajo las premisas de anticipación, previsión y planificación, evitando así —o al menos 
aminorando— las respuestas y soluciones improvisadas a este tipo de eventualidades. 
Ello, significaría entonces acercar las necesidades irresueltas —propias del sector vi-
vienda— al mercado asegurador como parte del sistema financiero, donde justamente, 
la actividad de una empresa de seguros “(…) se basa en el manejo de riesgos ajenos”2 a 
través un mayor y mejor desarrollo de esta póliza patrimonial que cuenta con un bagaje 
mayor y más amplio en otras latitudes, como España, por ejemplo.

1	 Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, Artículo 82: “Toda persona tiene derecho a una vivienda adecua-
da, segura, cómoda, de dimensiones apropiadas e higiénicas, con servicios básicos esenciales que incluyan un hábitat que 
humanice las relaciones familiares, vecinales y comunitarias. La satisfacción progresiva de este derecho es responsabili-
dad compartida entre los ciudadanos y el Estado en todos sus ámbitos. El Estado dará prioridad a las familias y garantizará 
los medios para que éstas y especialmente las de escasos recursos, puedan acceder a las políticas sociales y al crédito para 
la construcción, adquisición o ampliación de viviendas.”.

2	 Chang de N., Kimlen y Negrón Ch., Emilio. Seguros en Venezuela. Vadell hermanos editores, Caracas, 2014, p. 49.
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Damos por cierto el hecho de que una mayor oferta y una implementación más 
masiva del seguro de condominio fortalecería el sector vivienda en nuestro país, desde 
el mantenimiento de la infraestructura habitacional, operando paralelamente en benefi-
cio del sector asegurador y por ende, del sistema financiero nacional, no solo desde lo 
que implicaría un incremento de la captación de recursos que, aunque su naturaleza no 
es excedentaria, sí supondría el fomento de una cultura de previsión en la conciencia 
de un importante protagonista de nuestra sociedad: el copropietario en condominio. Y 
todo esto, a su vez, creemos sin duda que redundaría también en el fortalecimiento del 
mercado laboral, a través de la obligatoria profesionalización de todos aquellos encar-
gados en brindar los servicios de instalación, reparación y mantenimiento para edificios 
y sus bienes comunes.

No obstante todo lo dicho, al analizar la oferta de pólizas patrimoniales de las 
principales compañías aseguradoras que integran el mercado venezolano, se observa 
que apenas una sola de ellas, ofrece concreta y específicamente este tipo de contrato 
como un producto de su cartera, interpretándose esta situación como la existencia de un 
nicho prácticamente inexplorado en la actividad aseguradora de nuestro país.

1. ¿De dónde parte la necesidad de un seguro de este tipo?

Cuando pensamos en un contrato de seguros, automáticamente surgiría desde el 
subconsciente la asociación de, al menos, dos de estos cuatro conceptos: grandes com-
pañías, cobertura patrimonial, necesidad y tranquilidad.

Suponemos que si cada persona fuese consultada respecto, a si quisiera o no 
contar con un seguro que cubra sus necesidades más primordiales y sus bienes más pre-
ciados, todas responderían automáticamente de manera afirmativa, sin ninguna duda, 
percibiendo así este contrato como una herramienta útil para enfrentar monetariamente 
situaciones difíciles que pudieran presentarse en la vida, y que ameritarían, sin duda, 
dinero, logística, asistencia, tiempo, recursos, en pro de su resolución.

Un elemento clave de la noción del contrato de seguros es, por supuesto, el sen-
tido o el ánimo de previsión, considerándose como tal, la voluntad de prever una co-
bertura ante una situación que aún no se configura, pero cuya posibilidad de ocurrencia 
goza de un margen importante de probabilidad. No en vano, al analizar el fundamento 
técnico-económico del seguro como contrato,3 son estudiadas las teorías de la indemni-
zación, la teoría de la necesidad y luego pues, la teoría de la previsión, debiendo remi-
tirnos en este sentido a las ideas del ilustre profesor Hugo Mármol Marquís:

3	 Mármol M., Hugo. Fundamentos del Seguro Terrestre. Universidad Católica Andrés Bello, Caracas, 1984, p. 29.
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“Aunque más valga prevenir que remediar, como asienta el saber popular, la pre-
determinación del remedio antes de que el daño ocurra y su eficaz preparación 
son también formas de prevenir. En verdad, el término ‘previsión de pérdidas’ 
incluye medidas preventivas de todas clases. Con claridad lo señalan Picard y 
Beson, quienes, sin pretender con ello formular una posición filosófica, logran 
precisamente el planteamiento de una incontrovertible: ‘El seguro es el producto 
de la virtud de la previsión. En lugar de esperar a ser golpeado por los cambios 
de la fortuna y de encontrarse de seguidas, más o menos, como una carga para la 
sociedad, el asegurado toma sus precauciones: él piensa en el porvenir y de an-
temano, y de manera constante, hace voluntariamente un sacrificio personal para 
precaverse contra el azar. (…)”4

El seguro pues, se orienta a la satisfacción de nuestra propia noción e instinto de 
cuidado, así como el resguardo de bienes (tangibles o intangibles) de la vida, asimilán-
dose como tales la salud, la salud del grupo familiar, los bienes materiales, pudiendo 
pensar como tales la vivienda, los medios de transporte, la empresa, y, por supuesto la 
previsión que pudiera también tomarse en caso de accidentes específicos o en caso de 
muerte.

La gama de productos en materia de seguros es amplia —esto es bien sabido— y 
se ajusta generalmente a las necesidades de cada contexto social, valiendo destacar que 
este sector (el de los seguros), se ubica dentro del rubro de las instituciones financieras 
que se encarga de captar recursos excedentarios de la población, para ofrecer solucio-
nes (de cobertura) —de tipo patrimonial— a quienes se encuentran en la posibilidad de 
contratar pólizas particulares, más allá de aquellos quienes que cuenten con la tranqui-
lidad de gozar de un seguro de tipo corporativo o colectivo como beneficio derivado de 
su área de desempeño laboral.

Entonces: ¿Quiénes realmente suelen contratar pólizas de seguros? Aquellos 
quienes —si bien no necesariamente cuentan en mayor o menor medida con recursos 
excedentarios—5 prefieren por un sentido de previsión transferir a un tercero —en este 
caso, la compañía aseguradora— las consecuencias de los posibles daños patrimonia-
les derivados de hechos futuros e inciertos previamente determinados en un contrato, 
atenidos a los eventos que pudieran producirse en la vida.6

4	 Mármol M., H. Fundamentos del Seguro… ob. cit., pp. 31 y ss.
5	 Entendemos como recursos excedentarios a los efectos de este artículo y en el contexto de las finanzas de una persona 

natural como aquellos que, formando parte del presupuesto propio, representan activos que, en lugar de ser destinados a 
la satisfacción inmediata de gustos, de necesidades o del consumo, son dirigidos a un objetivo determinado a mediano o 
largo plazo. En pocas palabras: los recursos excedentarios se constituyen por el dinero “sobrante” de una persona dentro 
de su propio presupuesto.

6	 “Contrato de seguro es aquel por el cual una parte llamada asegurador asume frente a otra la obligación de indemnizar to-
tal o parcialmente daños patrimoniales futuros e inciertos previamente determinados, o de cumplir alguna otra prestación 
según la duración o las eventualidades de la vida de una persona, contra el pago de una prima calculada según las leyes 
de la estadística.” Ver: Mármol M., H. Fundamentos del Seguro… ob. cit., p. 23.
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Y quizás pareciera que aquella área de la vida en donde, si bien no en un cien 
por ciento, al menos la mayoría de las personas, contrataría una póliza de seguro, sería 
para cubrir aspectos relacionados con coberturas médicas o cualquier siniestro relacio-
nado con la salud, propia y la de su grupo familiar, no obstante lo cual, se destaca otro 
aspecto de la vida del venezolano que goza también de una importancia fundamental, 
y es el de la vivienda.

Recordemos pues que el artículo 82 de la Constitución Nacional consagra la vi-
vienda como un derecho fundamental, y, al remitirnos a la realidad de nuestro contexto 
social, se aprecian algunas características muy propias de nuestra idiosincrasia y de la 
forma en que vivimos, pues: (i) las viviendas fuera de la ciudad de Caracas —general-
mente— suelen ser más accesibles en cuanto a su costo de adquisición; (ii) en términos 
de preferencia y según el ideario colectivo, el común denominador apunta a que el 
venezolano prefiere poder comprar una casa, grande y bien ubicada, por encima de 
la posibilidad de poder comprar un apartamento; (iii) la vivienda familiar, constituye 
el punto de arranque para que las generaciones en formación, puedan ahorrar y luego 
acceder a su propio espacio, es decir, que los hijos suelen vivir bajo el techo de sus pa-
dres, hasta que logran resolver su situación habitacional; (iv) solemos fomentar el sen-
tido de pertenencia y cuidado a las raíces familiares, lo cual evidencia nuestro arraigo 
al concepto de familia como célula social, traduciéndose ello en un factor importante 
(y casi determinante) para la adquisición de la vivienda; (v) no obstante lo dicho, no 
hemos sido ajenos a fenómenos migratorios que han tenido un importante papel en 
nuestra demografía; (vi) el arrendamiento continúa siendo —con sus bemoles y carac-
terísticas propias— una solución inmediata para satisfacer al menos temporalmente la 
necesidad de vivienda del venezolano; y (vii) en alguna medida, los grupos familiares 
recién conformados, logran, con un importante esfuerzo, acceder a la compra de una 
vivienda propia, que generalmente, se concreta en la adquisición de apartamentos so-
metidos —generalmente, no siempre— al régimen de propiedad horizontal.

Entonces, resulta un tanto notorio, al menos a simple vista, que el sector vivienda 
no se caracteriza precisamente por contar o erigirse sobre la base de recursos exceden-
tarios, sino que, de hecho, la satisfacción de este derecho fundamental, es alcanzada 
por las personas —generalmente— a través del agotamiento de vías de financiamiento 
de otro sector como lo es la banca (mediante del otorgamiento de créditos hipoteca-
rios), e incluso, mediante el ahorro, o la implementación de las políticas del Estado 
venezolano, o bien, claro, producto de la sucesión de bienes inmuebles provenientes de 
herencias familiares.

Visto así, el sector vivienda constituye pues un universo integrado por propieta-
rios, copropietarios, comuneros en sucesiones, arrendatarios, subarrendatarios, y hasta 
en no pocos casos, ocupantes, con o sin justo título, y, debemos insistir, no se considera 
exactamente un sector que se valga de recursos excedentarios para la satisfacción del 
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derecho constitucional que lo ampara, sino que, muy al contrario, implicará en la gran 
mayoría de los casos un importante esfuerzo económico para su logro.

No obstante lo dicho, una vez logrado el tan anhelado objetivo, que es el de ad-
quirir vivienda propia, o al menos, la obtención de una solución habitacional que pudie-
ra implicar un largo plazo, y que, aunque no necesariamente esto se haya conseguido 
satisfaciendo los más ostentosos sueños y anhelos personales, se logra y se materializa, 
como hemos dicho, no en pocos casos, en una vivienda sujeta al marco de la propiedad 
horizontal, es decir, en un apartamento, en algún edificio, lo cual implicará por supues-
to, el pago de un condominio, el respeto de las áreas comunes, la convivencia con veci-
nos, y la sujeción a normas de interés común en pro del mantenimiento y conservación 
de la propiedad adquirida en comunidad.

Ello, se traducirá indefectiblemente en depender de la suma de ingresos propios 
y de terceros para alcanzar este fin común que no es otro que el mantenimiento de la 
propiedad a la que pertenece su inmueble.

En otras palabras, si bien es cierto que cada uno de los copropietarios de un edi-
ficio o conjunto residencial tienen por lo general realidades económicas y necesidades 
distintas, resulta también concluyente que todos ellos tienen al mismo tiempo un objeti-
vo común, que es, precisamente, la revalorización, el mantenimiento y la conservación 
de su propiedad, lo cual se traduce generalmente en el cuidado de las áreas comunes, 
de la infraestructura y su óptima rentabilización.

Así pues, para conseguir este objetivo, los condominios, edificios o conjuntos 
residenciales, optan casi siempre por alguna de estas dos alternativas de gestión: (i) o 
por la elección de una junta de condominio que nace del seno de los copropietarios, o 
bien (ii) por la contratación de una administradora que se encargue no solo del cobro 
de los gastos comunes del condominio, sino además de velar por el resguardo de la in-
fraestructura general del inmueble, entendido éste como el edificio con todas las áreas 
que lo componen.

No resulta tampoco nada extraño observar cómo la falta de compromiso o sen-
tido de pertenencia de algunos copropietarios, generalmente, suele traducirse —en no 
pocos casos— en dificultades para el cobro de las cuotas de condominio, llamado gas-
tos comunes en nuestra legislación especial, lo cual, evita hacernos pensar ab initio que 
esta realidad pudiera ser sumergida en un sector del sistema financiero como lo es la 
actividad aseguradora, que, como ya se ha dicho, se caracteriza entre otros aspectos, 
por percibir recursos excedentarios de la sociedad para colocarlos a disposición de 
otros sujetos que se encuentran deficitarios de liquidez.7

7	 Chang de N., K. y Negrón Ch., E. Seguros… ob. cit., p. 13
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Debe reafirmarse la idea que, aunque los copropietarios de un condominio —no 
necesaria ni forzosamente— pudieran o debieran ser considerados como sujetos po-
seedores de recursos excedentarios, por los motivos que han sido expuestos, esto no 
los exime de tener la necesidad de asegurar el bien inmueble de su propiedad, tanto 
individual como colectivamente.

No obstante, la realidad del sector inmobiliario venezolano apunta al descuido y 
quizás también al desconocimiento, bajo una misma dinámica que se cierne como un 
círculo vicioso en torno a la improvisación, y aun cuando —si fuese por la voluntad 
de cada copropietario de apartamento— éste contaría pues con la tranquilidad de haber 
contratado una póliza de seguros que le permitiese afrontar las vicisitudes propias de 
la vida en un condominio, lo cual no se concreta aún en términos de mercado, ni desde 
la oferta de las compañías de seguro, ni tampoco desde la demanda que pudiera venir 
dada por los copropietarios en un condominio.

Y no nos referiremos con estas reflexiones al seguro de vivienda individual, sino 
al seguro de comunidad de propietarios, o también llamado seguro de condominio de 
propiedad horizontal, que, como se ha mencionado también, ha tenido amplio auge 
y forma parte sustancial de la actividad aseguradora en España, y, aunque si bien no 
constituye una obligación su contratación, parten (ellos) de la decisión de la asamblea 
general de copropietarios para reconocer su necesidad y apelar a su obligatoriedad.

Significa entonces que, mientras por un lado existe la posibilidad de contratar 
una póliza que asegure el inmueble propio —perteneciente al patrimonio personal o 
familiar— contra una importante variedad de riesgos tales como terremotos, incendios, 
robos o inundaciones, cubriendo la infraestructura o los bienes muebles en su interior, 
o ambos,8 de otro lado se encuentra además la denominada póliza de seguro de co-
munidad de propietarios o seguro de condominio, que se contrata con miras a cubrir 
los daños, los bienes y la responsabilidad civil de las áreas comunes del edificio, los 
cuales vale decir, son también responsabilidad de todos los copropietarios y pertenecen 
a ellos.

La obligatoriedad de este tipo de pólizas —al menos en España— deriva para 
los copropietarios de su aprobación en junta de condominio, según lo establecido en la 
Ley de Propiedad Horizontal española,9 donde se hace referencia expresa a este seguro 

8	 Denominado generalmente en nuestro mercado asegurador con el apelativo comercial de “seguro combinado”.
9	 Ley de Propiedad Horizontal de España:

Artículo 5. El título constitutivo de la propiedad por pisos o locales describirá, además del inmueble en su conjunto, cada 
uno de aquéllos al que se asignará número correlativo. La descripción del inmueble habrá de expresar las circunstancias 
exigidas en la legislación hipotecaria y los servicios e instalaciones con que cuente el mismo. La de cada piso o local 
expresará su extensión, linderos, planta en la que se hallare y los anejos, tales como garaje, buhardilla o sótano.
En el mismo título se fijará la cuota de participación que corresponde a cada piso o local, determinada por el propietario 
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en tres de sus artículos, dando lugar al sentido de protección a los elementos comunes 
del edificio, tales como estructura, fachada, zonas comunes, e instalaciones, matizados 
por el mercado asegurador frente a riesgos como incendios, daños por agua, rotura de 
cristales en zonas compartidas, responsabilidad civil de la comunidad, y robos o van-
dalismo en dichas áreas comunes.

Con vista al ejemplo español, opinamos entonces que si este seguro de condomi-
nios tuviese una mayor acogida, receptividad, oferta y demanda dentro de la actividad 
aseguradora venezolana, se incrementaría en nuestra cultura ciudadana el sentido de 
previsión ante problemas que constituyen para casi todos los residentes de edificios, 
verdaderos dolores de cabeza, no poco frecuentes además, amén de robustecer este 
segmento tan importante dentro del sistema financiero como lo es el sector asegurador, 
ya que implicaría la captación de recursos desde un amplio universo de inmuebles que 
se encuentra cautivo: los condominios residenciales y edificios que los componen.

Con ello, se comenzarían a sistematizar —por vía de las compañías de seguros— 
soluciones a algunos de los inconvenientes propios de la vida en condominio, que, bajo 
una radiografía, se detectan como necesidades en cada edificio residencial venezolano, 
y entre los cuales destacan someramente, por ejemplo, los siguientes:

•	 El mantenimiento y servicio de los ascensores, sobre todo en condominios de 
grandes dimensiones, con múltiples pisos y unidades habitacionales, y que, por 
mantenimiento y temor a que se dañen, aun previendo usos inadecuados por los 
residentes, se opta por “apagarlos”, esto es, suspender su uso y racionar el servi-

único del edificio al iniciar su venta por pisos, por acuerdo de todos los propietarios existentes, por laudo o por resolución 
judicial. Para su fijación se tomará como base la superficie útil de cada piso o local en relación con el total del inmueble, su 
emplazamiento interior o exterior, su situación y el uso que se presuma racionalmente que va a efectuarse de los servicios 
o elementos comunes.
El título podrá contener, además, reglas de constitución y ejercicio del derecho y disposiciones no prohibidas por la ley 
en orden al uso o destino del edificio, sus diferentes pisos o locales, instalaciones y servicios, gastos, administración y 
gobierno, seguros, conservación y reparaciones, formando un estatuto privativo que no perjudicará a terceros si no ha sido 
inscrito en el Registro de la Propiedad.
Artículo 9.
1. Son obligaciones de cada propietario:
(…)
Contribuir, con arreglo a su respectiva cuota de participación, a la dotación del fondo de reserva que existirá en la comu-
nidad de propietarios para atender las obras de conservación, de reparación y de rehabilitación de la finca, así como la 
realización de las obras de accesibilidad recogidas en el artículo diez.1.b) de esta ley así como la realización de las obras 
de accesibilidad y eficiencia energética recogidas en el artículo diecisiete.2 de esta ley.
El fondo de reserva, cuya titularidad corresponde a todos los efectos a la comunidad, estará dotado con una cantidad que 
en ningún caso podrá ser inferior al 10 por ciento de su último presupuesto ordinario.
Con cargo al fondo de reserva la comunidad podrá suscribir un contrato de seguro que cubra los daños causados en la finca 
o bien concluir un contrato de mantenimiento permanente del inmueble y sus instalaciones generales.
Artículo 23. El régimen de propiedad horizontal se extingue:
Primero. Por la destrucción del edificio, salvo pacto en contrario. Se estimará producida aquélla cuando el coste de la 
reconstrucción exceda del cincuenta por ciento del valor de la finca al tiempo de ocurrir el siniestro, a menos que el exceso 
de dicho coste esté cubierto por un seguro. (…)
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cio que estos prestan a partir de cierta hora, regulando y restringiendo así su uso 
continuado. Ni hablar de la prohibición de usarlos con fines de traslado de bienes 
muebles en caso de mudanzas.

•	 La instalación, el cambio y codificación de llaves de acceso al edificio, lo cual no 
solo implica jornadas de abastecimiento para su adquisición por los copropieta-
rios, sino además de la selección de un proveedor calificado, y generalmente el 
pago de las llamadas “cuotas extraordinarias”.10

•	 Los portones del estacionamiento, el control de acceso y sistemas de seguridad 
del mismo, que generalmente funcionan con motores que requieren manteni-
miento y un funcionamiento óptimo en pro de la seguridad de todos los residen-
tes del condominio.

•	 El mantenimiento de las puertas de acceso y sus cerraduras, que si bien no suele 
ser tan constante, implica cuidado permanente por los mismos motivos de segu-
ridad e integridad personal de cada habitante.

•	 El mantenimiento de bombas de agua, y aseo de tanques, que es un aspecto de 
suma importancia y que se encuentra condicionado casi siempre no solo por la 
frecuencia en el suministro del vital líquido, sino también por la calidad de éste, 
conllevando a que los equipos de esta categoría deban ser constantemente revi-
sados.

•	 El control de plagas, como cucarachas, chiripas, ratas y ratones, que deben ser 
controladas mediante jornadas periódicas de fumigación.

•	 Las filtraciones, cambios de cableado, instalaciones eléctricas y tuberías, que 
pueden afectar con determinada frecuencia no solo los apartamentos individual-
mente considerados, sino también las áreas comunes, sobre todo en edificios de 
vieja data, que son aquellos considerados a efectos de nuestra legislación, como 
aquellos que hayan sido construidos hace veinte años o más.11

Y así, resulta oportuno mencionar que es muy bien sabido también para todo 
aquel que resida en un edificio tipo condominio que cuando se presenta una situación 
como alguna de las previamente descritas, esto implica, casi siempre a través de la 
improvisación, el manejo de la coyuntura obedeciendo a un esquema similar a este: 

10	 Que es el sistema de cobro de cantidades de dinero apartes de las cuotas mensuales de condominio, en pro de solventar 
vicisitudes específicas o coyunturales.

11	 Se entienden como inmuebles de vieja data, aquellos que hayan sido construidos hace más de veinte años, de acuerdo a 
la interpretación en conjunto de las disposiciones transitorias quinta, sexta y séptima (artículos 155, 156 y 1567, respecti-
vamente) de la Ley para la Regularización y Control de los Arrendamientos de Vivienda; y la Providencia Administrativa 
Nº 00042 emanada de la Superintendencia Nacional de Arrendamiento de Viviendas (SUNAVI).
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primero, determinando el alcance y magnitud del daño; segundo, seleccionando pre-
supuestos y cotizaciones para la selección y contratación de personal especializado, 
y contar la correspondiente aprobación de la Asamblea de Copropietarios a través de 
la Junta de Condominio; tercero, la reparación o mantenimiento en sí mismos, con el 
impacto, en el interín, en la calidad de vida de cada copropietario de las consecuencias 
propias de la eventualidad de que se trate, y; cuarto: la erogación de la respectiva cuota 
extraordinaria, o el aumento de la cuota mensual del condominio.

Y es que nuestra proyección apunta a que si cada edificio contratase una póliza 
como la descrita y conforme a los términos ya señalados en la legislación española, 
cada comunidad de copropietarios se ahorraría la dinámica —tan molesta como ne-
cesaria— de buscar, obtener, comparar y seleccionar cotizaciones de proveedores del 
servicio, y de recaudar los fondos necesarios para su costeo, lo cual, además, mientras 
se arriba a la toma de decisiones por parte de la junta o de la mayoría de los copropie-
tarios, se atrasa la solución (reparación) de la contingencia que se presenta, mermando 
mientras tanto la calidad de vida de los residentes y deteriorándose el inmueble pro-
gresivamente.

Sumado a los anteriores hechos, cabe resaltar que bien pudiera también amparar-
se con un seguro de esta categoría la cobertura de daños que sean consecuencia directa 
de incendios, explosiones, derrumbes y hechos de terceros, así como desperfectos eléc-
tricos, y daños materiales derivados de fenómenos meteorológicos, tales como lluvias, 
ráfagas de viento, explosiones derivadas de bombonas de gas, impactos por rayos y 
caídas de árboles; hechos éstos perfectamente factibles y que no nos resultan para nada 
ajenos.

2. ¿Qué instrumentos encontramos en nuestro ordenamiento jurídico para 
avalar la viabilidad de este seguro?

Habiendo ya mencionado el artículo 82 de la Carta Magna, que consagra el de-
recho a la vivienda, no deja de ser pertinente traer a colación cómo ha sido la inter-
pretación de este derecho, con el mero fin de acentuar una vez más la trascendencia y 
el valor económico de una vivienda en nuestro contexto social, para lo cual, hacemos 
referencia a una decisión dictada por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de 
Justicia, bastante ilustrativa en este sentido. Veamos:

“La estructura tradicional del sistema de responsabilidad civil en materia de ga-
rantía de derechos e intereses difusos y colectivos, resulta insuficiente si se pre-
tende la tutela efectiva que exige la Constitución, en orden a lograr una respuesta 
a la sociedad o el colectivo por los daños que se le causan como un todo, ya que 
bajo ese sistema de responsabilidad civil, no es posible percibir la magnitud de 
los daños que por ejemplo una familia puede padecer, por la pérdida de su vivien-

El seguro de condominio: Una útil herramienta de progreso muy poco utilizada
Walther Elías García S.



435

Revista Venezolana de Derecho Mercantil
n.º 16 . 2026

da si ésta es individualmente considerada y no como parte de un grupo social o 
colectividad afectada en el marco de un contexto socioeconómico que define las 
relaciones de los sujetos que integran a la sociedad en general.
Así, para una familia de limitados recursos que adquiera una vivienda de interés 
social, la indemnización civil en términos generales será proporcional al valor de 
mercado del bien, pero ello desconocería una condición estructural del sistema 
jurídico, social y económico que le impide o al menos le dificulta sobre manera, el 
acceso a una nueva vivienda bien sea por sus ingresos económicos y por las carac-
terísticas propias de la especulación inmobiliaria -que rápidamente podría impo-
sibilitarle acceder a una vivienda de igual calidad-, circunstancia diametralmente 
opuesta a la de un propietario con altos ingresos económicos que sufra la pérdida 
de una vivienda de alto valor comercial, que en el contexto de su poder adquisiti-
vo tiene un mercado más accesible para lograr mantener su estatus previo.
Es claro, que con el aumento de la población y el crecimiento de las ciudades, la 
vivienda no sólo es esencial para la supervivencia del hombre en sociedad y tras-
ciende su función de resguardo frente al entorno social y natural que lo circunda, 
para convertirse en objeto de consumo, en el cual la necesidad de habitar un espa-
cio para el desarrollo de la vida, la familia y la sociedad en general, ha de competir 
con la oportunidad o manipulación de la misma, en la medida que se erigió en una 
inversión, con un alto valor de cambio.
Desde esa perspectiva, la vivienda es asunto de interés transversal al desarrollo 
de la sociedad, en la cual los sectores menos favorecidos económicamente se en-
cuentran en una encrucijada pues frente a la necesidad de contar con una vivienda 
como elemento necesario para el logro de una calidad de vida digna, resultan in-
capaces de acceder a las mismas por sí solos, bien sea porque carecen de ahorros 
o porque su situación financiara no les permite acceder a créditos con facilidad, 
con lo que se les condena a una condición de desventaja permanente en relación 
a otros sectores de la sociedad, lo cual bajo la vigencia de la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela, se ha tratado de corregir a nivel legislativo 
-vgr. Ley contra la Estafa Inmobiliaria-, judicial -vgr. Sentencia de esta Sala N° 
85/02- y gubernamental -vgr. Gran Misión Vivienda Venezuela o el otorgamiento 
de créditos hipotecarios bajo tasas preferenciales e incluso la asignación directa 
de inmuebles sin costo alguno-.
No obstante, constituye un hecho público comunicacional la significativa y preo-
cupante problemática surgida en el mercado inmobiliario, relacionada con el ne-
cesario desarrollo habitacional a cargo de la República, los Estados y Municipios, 
así como de empresas constructoras, promotoras y demás empresas del ramo de 
carácter público o privado, siendo igualmente incuestionable que la posibilidad de 
acceso a viviendas de bajo valor es restringida -a pesar de los esfuerzos del Estado 
en la materia-, por las características estructurales del mercado inmobiliario.
(…)
Por lo que respecta, al régimen jurídico aplicable a los desarrollos urbanísticos y 
particularmente en aquellos vinculados a la construcción de viviendas, la interpre-
tación de las normas relativas a la responsabilidad derivada de los mismos, deben 
cimentarse en materia de tutela de derechos o intereses difusos o colectivos, sobre 
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el derecho a acceder a una vivienda adecuada contenido en el artículo 82 de la 
Constitución -el cual se encuentra vinculado directamente a otros derechos como 
la vida, un medio ambiente sano, a la protección y conservación del ambiente, 
protección de la familia y propiedad, entre otros- que se sustenta no sólo en la 
obligación material de otorgar las estructuras o unidades habitacionales adecua-
das, seguras, cómodas, higiénicas, con servicios básicos esenciales que incluyan 
un hábitat que humanice las relaciones familiares, vecinales y comunitarias, con 
lo cual se garantiza igualmente, el derecho a un entorno urbano adecuado y sus-
tentable, cuya obligación se corresponde en principio, con las competencias que 
ejerce la Administración Pública, sino con igual rigor en la necesidad de contar 
con un marco normativo y jurisprudencial que permita las condiciones necesarias 
para el correcto aprovechamiento de los bienes inmuebles (Cfr. Sentencia de esta 
Sala N° 881/12).
Existe entonces en materia urbanística, un interés social que gravita sobre las 
actividades emprendidas tanto por el Estado como por los particulares, para que 
éstas se realicen eficientemente y, que se concreta en lograr estándares mínimos 
de calidad, seguridad y sustentabilidad, de forma tal que no atente contra el orden 
público, la dignidad humana y la justicia social.
Así, en el derecho urbanístico se debe reflejar la relación y mutación de los de-
rechos individuales en intereses generales, ya que esta especialidad del derecho 
se encuentra íntimamente vinculada a la satisfacción y mejoramiento del bien 
común, en aras de regular cualquier conducta desproporcionada de la visión indi-
vidualista del ser humano, ello con el objeto de evitar el desorden de una socie-
dad, así como la destrucción del medio ambiente, atendiendo a las consecuencias 
posteriores de la demolición o construcción de grandes urbes que aseguren la 
necesidad mínima de servicios e infraestructuras concebidas para mejorar o en 
algunos casos garantizar el estándar mínimo requerido para preservar la calidad 
de vida de los habitantes (Cfr. Sentencia de esta Sala N° 403/06). (…)”12

Dicha decisión de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, con 
su análisis no solo pone de relieve la certeza de nuestras consideraciones previas sobre 
la noción de vivienda como un elemento vinculado directamente a la capacidad adqui-
sitiva de los ciudadanos, con lo cual, vemos reafirmada nuestra postura que el sector 
vivienda no se erige bajo la afluencia de recursos excedentarios; sino que además, des-
taca el artículo 299 del mismo texto constitucional,13 como una base jurídica clave para 

12	 Ver sentencia número 1714 dictada el 14 de diciembre de 2012 por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Jus-
ticia el en el expediente AA50-T-2011-0211, con ponencia de la Magistrada doctora Luisa Estella Morales Lamuño, en: 
https://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/diciembre/1714-141212-2012-11-0211.HTML

13	 Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, Artículo 299. “El régimen socioeconómico de la República Bo-
livariana de Venezuela se fundamenta en los principios de justicia social, democratización, eficiencia, libre competencia, 
protección del ambiente, productividad y solidaridad, a los fines de asegurar el desarrollo humano integral y una existen-
cia digna y provechosa para la colectividad. El Estado conjuntamente con la iniciativa privada promoverá el desarrollo 
armónico de la economía nacional con el fin de generar fuentes de trabajo, alto valor agregado nacional, elevar el nivel de 
vida de la población y fortalecer la soberanía económica del país, garantizando la seguridad jurídica, solidez, dinamismo, 
sustentabilidad, permanencia y equidad del crecimiento de la economía, para garantizar una justa distribución de la rique-
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entender cómo debe armonizarse y retroalimentarse la actividad estatal y la iniciativa 
privada en pro del alcance de los principios y fines supremos del Estado, brindando así 
los parámetros de cómo la ciudadanía bien podría fortalecer su calidad de vida a través 
de un desarrollo del sentido de previsión, contratando pólizas de seguro de condominio 
para su propio beneficio, lo cual nos parece que automáticamente fortalecería la eco-
nomía a través de la actividad aseguradora, cuyas compañías ayudarían a canalizar con 
sus políticas y su experiencia en el manejo de riesgos de terceros, dirigiéndose a lograr 
un mejor mantenimiento de las condiciones de habitabilidad de cada condominio.

Afirmamos que este ecosistema podría rendir excelentes frutos, aun sin dejar de 
lado que estamos plenamente conscientes de que no será una tarea fácil su implemen-
tación y desarrollo, pero, a pesar de ellos, somos convencidos de que todo aquello que 
realmente vale la pena implica cierto grado de dificultad.

Dicho esto, bien vale la pena mencionar leyes de vital trascendencia a los efectos 
de esta propuesta, como lo son, por supuesto, las siguientes:

La Ley del Contrato de Seguros,14 que debe privar en todo sentido, a fin de evitar 
prácticas nocivas que por el contrario agraven la situación patrimonial de los copropie-
tarios en un condominio, a cuyo efecto, se invocan fundamentalmente sus artículos 4º, 
relativo a sus principios de interpretación; artículo 5º, que define el contrato de seguro 
y subsiguientes; artículo 9º relativo a la nulidad de cláusulas abusivas; artículo 10, que 
establece el objeto del contrato de seguros; el artículo 11, que señala la causa del con-
trato de seguros; el artículo 13, referente a los contratos celebrados por cuenta propia o 
de otro, subrayando en este sentido la importancia de contar (como en el caso español) 
con la debida aprobación en asamblea general de copropietarios para la contratación o 
celebración del contrato de seguro de condominio; y, en general, todos los artículos que 
componen el título II de dicha ley, que regulan la celebración y prueba del contrato de 
seguros, las obligaciones de las partes, las declaraciones falsas, la prima, el riesgo, los 
siniestros, las nulidades del contrato de seguros, la duración y los supuestos de caduci-
dad y prescripción, así como los capítulos I, II y III del Título III de esta misma ley, que 
corresponden, en su orden, al seguro contra daños en general, al seguro de incendios y 
al seguro de sustracción ilegítima, todos ellos como parte del seguro contra los daños 
en general, excluyéndose de esta manera las disposiciones sobre seguros colectivos, 
que se encuentran más orientados al sector salud.

za mediante una planificación estratégica democrática participativa y de consulta abierta.”.
14	 G.O. Nº 5.553 Extraordinario del 12 de noviembre de 2001.
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Luego, de la Ley de la Actividad Aseguradora,15 destacamos su artículo 1°, justa-
mente señalando conforme al tenor de este artículo, que la acogida de las ideas plasma-
das en estas líneas promoverían un proceso de transformación socioeconómico, desde 
la iniciativa y disposición de los copropietarios en condominios, en pro de su propio 
bienestar habitacional y la elevación de su calidad de vida, subsanando a través de la 
intervención de las compañías aseguradoras como terceros, las problemáticas descritas 
precedentemente.

Sobra decir que, el resto de las disposiciones contenidas en dicho instrumento 
legal, no solo aplican sino que coadyuvan las ideas expuestas, desde la función de la 
Superintendencia de la Actividad Aseguradora como órgano rector, cuyas atribuciones 
se establecen en el artículo 6 eiusdem.

De la Ley Orgánica del Sistema Financiero Nacional,16 estimamos importante 
mencionar los artículos 1, para enfatizar la importancia que tiene el desarrollo econó-
mico y social del Estado, el artículo 2, alusivo a las principales funciones de este sis-
tema, de donde flagra —como reza esta norma— la participación de la ciudadanía y la 
sana intermediación financiera, inspiradas en el espíritu de transformación productiva 
contemplado en la Constitución Nacional. El artículo 5, que establece la pertenencia 
del sector asegurador en el sistema financiero nacional; el artículo 9 que describe la 
conformación del sector asegurador, y, por supuesto, el artículo 22, que al regular el 
objeto de este sector, propende: “…al desarrollo de su actividad en función de elevar 
el nivel de vida de la población..:” asignando así “…eficientemente los recursos…” y 
administrando los riesgos, movilizando los ahorros a largo plazo “…sobre una sana 
base financiera y atención a fortalecer el desarrollo económico del país.”

De la Ley de Propiedad Horizontal,17 a pesar que no menciona ni directa ni in-
directamente la idea de la contratación de una póliza de seguro de condominio, como 
sí lo hace la ley española, se concentra en la figura del administrador del condominio, 
que —reiteramos— suele ser ejercida esta función por la junta de condominio o la 
compañía administradora, y en uno u otro caso, siempre en sintonía de los vaivenes que 
se van presentando en cada edificio, y pocas veces de manera anticipada o previsiva. 
Citamos pues a nuestros efectos el Título Primero, que alude a los apartamentos y régi-
men aplicable a las cosas comunes, interesando la lectura de los artículos 3°, 5° y 11°, 
el primero relativo a las reglas de uso y disfrute de los apartamentos y cosas comunes, 
el segundo que señala cuáles son las cosas comunes, y el tercero que establece qué debe 
entenderse por gastos comunes; el Título Segundo, referente a la administración, pun-

15	 G.O. Nº 6.770 Extraordinario del 29 de noviembre de 2023.
16	 G.O. Nº 39.578 del 21 de diciembre de 2010.
17	 G.O. Nº 3.241 Extraordinario del 18 de agosto de 1983.
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tualmente en su artículo 20, que consagra las funciones de éste, y de donde dimana la 
potestad de proponer a la Asamblea de Copropietarios la posibilidad de la contratación 
de una póliza de seguro de condominio, con la intención de lograr la óptima conserva-
ción de las cosas comunes.

En este último sentido, cerramos este capítulo con otra interrogante (bastante per-
tinente), para dar paso al siguiente: Y entonces… ¿para qué sirve el fondo de reserva?

3. ¿Cómo fomentamos la aplicación de este seguro conforme a las 
necesidades del mercado inmobiliario venezolano?

Como punto previo al desarrollo de este capítulo, y siguiendo el hilo conductor 
de los planteamientos que anteceden, es oportuno señalar que aunque el llamado fondo 
de reserva suele ser bastante común en nuestro país, éste no cuenta con asidero legal 
expreso en nuestra Ley de Propiedad Horizontal, y su existencia se atribuye más bien a 
los documentos de condominio de cada edificio, sin dejar de mencionar que, aun indi-
rectamente, de dicha ley emana la posibilidad de crear y administrar un fondo de este 
tipo, conforme a las facultades que tiene la Asamblea de Copropietarios y la Junta de 
Condominio, con miras a lograr una buena administración, conservación y mejora de 
las cosas comunes.

No obstante, el fondo de reserva y su manejo, consideramos que no ha resultado 
de ninguna manera suficiente para satisfacer las necesidades de los copropietarios en 
los tiempos que corren,18 amén de que el aporte consecutivo que hace de su propio 
capital cada copropietario, no elimina los inconvenientes logísticos derivados del man-
tenimiento, conservación y reparación de las cosas comunes, de modo que, aunque el 
dinero se encuentre “allí” disponible, para su manejo por parte de quien ejerza la ad-
ministración, igualmente se tendrá que ir improvisando sobre la marcha, en la misma 
medida que se generen los inconvenientes no deseados en cada edificio.

Cabe acotar además que, si bien es cierto que un condominio residencial, bien 
pudiera optar a un crédito bancario,19 si es que su administrador quisiera anticiparse a 
cualquier dilema futuro con la implementación de las debidas labores de mantenimien-
to, o bien, ejecutar mejoras estructurales en el edificio,20 esto dependerá generalmente 

18	 Donde la economía del venezolano promedio se ha visto fuertemente afectada por las distorsiones propias y las peculia-
ridades del mercado cambiario y, más específicamente, del uso del dólar americano como moneda de pago y moneda de 
cuenta.

19	 En el entendido que generalmente, cada condominio residencial posee cuentas bancarias para la recepción y manejo de 
los pagos de las cuotas aportadas por los copropietarios.

20	 Siempre contando con la previa aprobación de la Asamblea General de Copropietarios (como órgano máximo del condo-
minio)
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del cumplimiento de los requisitos que pudieran ser exigidos por cada institución fi-
nanciera, pues, para poder optar a la solicitud de un crédito, ya sea para remodelación 
o reparación, no solo debe contar con la previa aprobación de la asamblea general de 
copropietarios —como ha sido señalado— sino además, tener la debida acreditación de 
un flujo de saldo que resulte atractivo para la satisfacción de dicho crédito.

Nuevamente, debido a su falta de inmediatez, esta alternativa tampoco soluciona-
ría en forma logística cada uno de los problemas que pudiera presentarse en un edificio, 
menos si es que se presentare alguna emergencia en torno a los ítems ya mencionados.

Además, debe forzosamente traerse a colación el hecho que el fondo de reserva 
ha venido también a ser sustituido por las llamadas “cuotas extraordinarias”, que, de 
forma ad hoc, se requieren a los copropietarios para solucionar coyunturas específicas, 
lo cual, una vez más deja sin resolver aspectos logísticos vitales en la solución de los 
inconvenientes, como: la determinación del alcance del daño de que se trate, la búsque-
da de presupuestos, la recaudación de los fondos necesarios, la contratación de perso-
nal profesional, idóneo y calificado, la cobertura de la garantía de las reparaciones, y ni 
qué decir, la responsabilidad de los posibles causantes.

Conforme a estas reflexiones, proponemos diez pasos que —ni de forma limita-
tiva ni muchos menos taxativa— estimamos serían necesarios para fomentar la aplica-
ción del seguro de condominios conforme a las necesidades del mercado inmobiliario 
venezolano, y que consisten en lo siguiente:

Primero: reconocer, admitir, comprender y dar por sentado que ni el fondo de 
reserva, ni las cuotas extraordinarias, son mecanismos suficientes para mantener, ni 
mucho menos mejorar la calidad de vida del copropietario en un condominio, menos 
aún para propender a la conservación óptima del edificio y sus cosas comunes.

Segundo: concientizar a los copropietarios sobre las ventajas de poder transferir 
el manejo de estas situaciones y responsabilidades a las compañías aseguradoras que 
ofrezcan este producto,21 a través de la contratación de una póliza de seguro de condo-
minio, con el correspondiente pago de su prima, asumiendo con absoluta seriedad lo 
que implica cumplir con el pago oportuno de dicha prima para poder gozar de la tan 
anhelada cobertura.

Tercero: la implementación de condiciones sanas para la determinación del es-
tado de conservación y funcionamiento de los bienes comunes de un edificio a través 
de inspecciones técnicas integrales y completas (incluso periódicas), con el objeto de 

21	 Ojalá ofrecido en nuestro mercado asegurador con un mayor nivel de competencia, y no únicamente a través de una sola 
compañía de seguros.
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ser coherentes con el cálculo de las primas y la extensión de la cobertura en cada caso. 
Incluso, si ahondamos más sobre este punto, pudiéramos aseverar que de acuerdo a lo 
dispuesto en el artículo 32 de la Ley de Contrato de Seguro, bien pudiera considerarse 
que la desocupación absoluta de un apartamento (que no es un hecho aislado), supon-
gamos, por fallecimiento de su propietario o por proyecto migratorio, bien equivaldría 
a una agravación del índice de riesgo del edificio y sus cosas comunes, en tanto y en 
cuanto este inmueble podría convertirse seguramente con el paso del tiempo en un foco 
de peligro por vetustez derivado de su desuso,22 situación ésta que, en modo alguno 
puede subsanarse ni con un fondo de reserva ni con cuotas extraordinarias, puesto que 
—como es nuestra crítica— precisamos siempre atender a la urgencia del daño consu-
mado, en lugar de atender a la posibilidad de riesgo de las cosas.

Cuarto: en términos generales, y cavilando acerca de la eminente naturaleza pa-
trimonial del seguro de condominio, juzgamos idóneo que debería determinarse en la 
póliza a efectos de su contratación —al igual que como ocurre con los seguros sobre 
vehículos— si éste operará exclusivamente sobre la reparación inmediata del contin-
gente, incidente o siniestro que se presente (asumiendo la compañía aseguradora la 
contratación del personal técnico calificado, así como la obtención de los insumos ne-
cesarios para ejecutar las reparaciones a que hubiera lugar), o si funcionaría sobre la 
base del reembolso (que no pareciera fuese lo conveniente), o incluso, en caso de un 
siniestro que involucre la pérdida total del bien asegurado, si operaría alguna indem-
nización de tipo pecuniaria, siempre tomando en consideración las disposiciones esta-
blecidas en la Ley del Contrato de Seguros, específicamente en sus artículos 41 al 47.

Quinto: recalcar que la contratación de este seguro, deberá siempre partir de la 
aprobación en Asamblea General de Copropietarios y de su debida instrucción a quien 
se encargue de la administración del edificio, llámese Junta de Condominio o compañía 
administradora.

Sexto: asumir que el pago de la prima deberá integrar una de las partidas del co-
bro del recibo de condominio, muy probablemente, de forma consecutiva y periódica, 
no aislada.

Séptimo: desarrollar en el campo inmobiliario la experticia de las compañías 
de seguros en el manejo de riesgos ajenos, para que ésta sea aplicada lejos de las ma-
las prácticas en las que han incurrido las compañías dedicadas a la administración de 

22	 Como nota personal, agregamos que –inexplicablemente– la experiencia en el área inmobiliaria nos ha dicho que los 
bienes inmuebles suelen deteriorarse más cuando están desocupados que cuando se encuentran habitados, salvo notables 
excepciones derivadas del abuso y falta de cuidado del inmueble por quienes los ocupan. En este caso, delatamos lo evi-
dente del peligro derivado de filtraciones, rotura de tuberías, daños eléctricos, entre otras tantas situaciones.
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inmuebles,23 con la venia de contar con la vigilancia de la Superintendencia de la Ac-
tividad Aseguradora como órgano rector de la materia, y propendiendo al respeto de 
los derechos de los asegurados, tomadores y beneficiarios en el área inmobiliaria, que, 
repetimos, es un nicho completamente inexplorado en nuestro país.

Octavo: Identificar cabalmente cuáles son las necesidades de la asamblea de co-
propietarios, de acuerdo a las condiciones en que se encuentre la infraestructura del 
edificio, para tener claridad de cómo llegar a contratar la póliza de seguro de condo-
minio con las coberturas más idóneas, e incluso, desarrollar la viabilidad de seguros 
combinados para edificios mixtos que se compongan de apartamentos destinados a 
viviendas y locales comerciales.

Noveno: procurar y promover la reforma de los documentos de condominio por 
parte de las asambleas generales de copropietarios, conforme a los parámetros señala-
dos en la Ley de Propiedad Horizontal, con el objetivo de instaurar, al igual que en el 
caso español, la obligatoriedad de la contratación de seguros de este tipo en el docu-
mento de condominio, verificadas como sean sus ventajas, bondades y beneficios en la 
práctica.

Décimo: fomentar una oferta más abundante y agresiva de esta póliza de seguros 
por parte de las compañías aseguradoras que hacen vida y se desarrollan en el mercado 
venezolano, si partimos de la premisa que “la competencia es fecunda”.24

Así pues, dicho lo anterior, y ya con una mirada más profunda a este producto (la 
póliza de seguro de condominio), observamos que el enfoque principal de éste apunta a 
cubrir solamente daños a las áreas comunes y a la estructura general del edificio asegu-
rado, sin perder de vista, que existe la posibilidad de incrementar la cobertura con ítems 
adicionales y mediante la contratación de pólizas específicas, verbigracia, servicios de 
asesoría y defensa jurídica para la junta de condominio (en el caso español, más espe-
cíficamente dirigido al presidente).

Incluso, si seguimos ilustrándonos con el escenario español, se observa que las 
compañías aseguradoras llegan al punto de cubrir… “el alquiler de vivienda o local de 
similares características o gastos de alojamiento en hotel cercano al edificio cuando 

23	 Pues dichas compañías se adhieren a la práctica nefasta de cobrar los aportes de los copropietarios en divisas, retornando 
muchas veces a esta comunidad los montos equivalentes en bolívares, muy a posteriori, generándose una doble deprecia-
ción de los fondos de la comunidad de copropietarios, lo cual ineludiblemente afecta al único mecanismo de cuidado y 
mantenimiento de la infraestructura del inmueble: la cuota de condominio.

24	 “Nadie pone en duda que la competencia es fecunda porque implica una tensión que postula siempre la presencia de otro 
y la relación con otro…”. Ver en: Zamagni, Stefano. Por una economía del bien común. Ciudad Nueva, Buenos Aires, 
2013, p. 167.
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el hogar o local siniestrado resulten inutilizables e inhabitables…”25 lo cual dista mu-
cho —al menos por ahora— de lo que pudiera significar su aplicación y cobertura en la 
realidad de nuestro mercado asegurador, que es bastante más incipiente en este sentido, 
insistimos, al menos hasta ahora.

Nuevamente, atendiendo al referente del mercado asegurador español, se aprecia 
que se definen de manera bastante clara los bienes a ser asegurados, pues, por ejemplo, 
en cuanto al concepto de “jardines”, con suficiente detalle se apunta a una realidad que 
bien podría ser fácilmente interpretada y aplicada a nuestro contexto, verbigracia:

“…El conjunto de árboles, plantas y césped ubicados en el jardín del edificio. 
El jardín debe estar cercado o vallado para el uso exclusivo de los propietarios 
y miembros de la comunidad. No tienen consideración de jardín: los bosques, el 
monte bajo, los pastos u otros terrenos con especies arbóreas o vegetales que no 
sean de cultivo ornamental.”26

Igualmente, tomando como referencia la denominación de “maquinaria fija” que 
sea de uso común y que se encuentre destinada… “al funcionamiento y mantenimiento 
del edificio”, se incluye bajo este rubro:

•	 Ascensores y montacargas;

•	 Calderas centrales;

•	 Depuradoras;

•	 Maquinaria de producción, distribución y transformación de energía eléctrica, 
con sus accesorios, y las líneas conductoras de electricidad de uso comunitario;

•	 Sistemas domóticos, informáticos y electrónicos.27

Al respecto, vale destacar que —en nuestro caso— tal y como hemos referido en 
líneas precedentes, cobra importancia el ítem de los ascensores, no así los montacargas, 
que no suelen ser de nuestro uso residencial común, ni tampoco las calderas de calefac-
ción, pues las bondades de nuestro clima tropical no lo exigen.

Las “depuradoras”, tampoco suele ser un concepto que sea de nuestro uso habi-
tual, pues dependemos por lo general de los sistemas de recolección de desechos y de 
reciclaje que se coordinen con los espacios disponibles para ello en el edificio, así como 
de los sistemas de aseo público, todo lo cual se orienta, por lo general a las labores pro-
pias de los trabajadores residenciales y a las políticas establecidas en cada municipio, 

25	 Ver como ejemplo: https://www.generali.es/seguros-particulares/comunidad
26	 Ver infra, referencia anterior número 24.
27	 Ver infra, referencia anterior número 24.
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no sin dejar de lado que, no constituyen eventos aislados para nosotros que los ductos 
de “basura” suelan “taparse” por su uso inadecuado, es decir, por lanzar desechos supe-
riores a la capacidad de descenso del ducto, sobre todo en edificios con un nivel eleva-
do de población, lo cual nos lleva obligatoriamente a la pregunta: ¿Cubriría un seguro 
de esta categoría la contratación del personal idóneo para reparar la obstaculización? 
Teóricamente sí, debería ser cubierto, no obstante, tampoco estaría demás pensar en el 
aumento de la “siniestralidad” por la recurrencia de eventos como éste, que no son otra 
cosa sino producto de falta de sentido común y a veces, hasta torpeza, y siendo que 
estos eventos (que no dejan de ser desagradables y comunes) suelen resolverse domés-
ticamente y con el apoyo de trabajadores residenciales, no se desestima la posibilidad 
de que pudiera ser asumido y resuelto por la compañía aseguradora mediante la con-
tratación del personal idóneo para su solución, aunque ello también pudiera dar lugar 
a abusos y más “descuidos” de parte de los residentes, quienes confiados en la pronta 
y oportuna solución al problema, den pie a un laxo comportamiento que perjudique la 
sana convivencia en lugar de mejorarla.

Otro punto importante sí, es el de las instalaciones eléctricas de uso común, como 
líneas, conductos, tableros, instalaciones de cableado, plantas y afines, pues, resulta ac-
tualmente muy importante mantener estos equipos a buen resguardo, con las debidas 
protecciones.

Y dicho sea de paso, en el contexto español, se regula con suficiente especifici-
dad, señalándose que la compañía asumirá… “los daños que sufran las instalaciones 
y aparatos eléctricos comunitarios (…) como consecuencia de cortocircuitos, sobre-
tensiones de la red, formación de arcos voltaicos, inducción por caída de rayo u otros 
fenómenos eléctricos similares.” 28

Por último, el sector asegurador español cubre la protección de sistemas domóti-
cos, informáticos y electrónicos, que, conforme a nuestro caso, resulta poco aplicable, 
salvo que se trate de equipos relacionados con ascensores más modernos, o sistemas de 
vigilancia integral.

Una vez más, respecto a las filtraciones, que no dejan muchas veces de ser pro-
blemas comunes a un gran número de edificios residenciales, estimamos pertinente 
señalar a modo conclusivo que es muy importante siempre atender a un diagnóstico 
previo a la contratación del seguro, previa inspección especializada, pues generalmen-
te, y dependiendo de su gravedad, estas no se manifiestan inmediatamente, y su repa-
ración, implicará casi generalmente medidas de tipo ornamental que impliquen cambio 

28	 Ver infra, referencia anterior número 24.
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de fachadas, de cerámica o al menos de pintura que casi siempre afectan el sentido 
estético de la infraestructura, sin contar la adquisición de material para su reparación y 
la selección del personal especializado a contratar.

Y en general, cabe ofrecer para la reflexión de quien amablemente nos lee, si 
estas otras situaciones —tales como las que se regulan en el mercado asegurador espa-
ñol— pudieran ser o no necesarias en nuestro mercado inmobiliario, a saber: roturas de 
tuberías en general, fenómenos meteorológicos, daños en el garaje (“estacionamiento” 
a nuestros efectos), ruptura, fuga o estallido de fosas sépticas, aguas blancas, aguas 
negras, sistema de alcantarillado, desagües, tuberías subterráneas, e incluso, cobertura 
de daños a propiedades contiguas.

Por último, es importante destacar nuevamente que los productos ofrecidos en 
nuestro país por las principales compañías aseguradoras, generalmente denominados 
con el apelativo “combinado” se orientan única y exclusivamente a un contrato de 
seguro destinado a la protección al hogar, a la vivienda, individualmente considerada, 
incluyendo en su cobertura eventos tales como robo, asalto o atraco, y en otros casos, 
cubrirían adicionalmente plomería cerrajería, electricidad, fumigación, remoción de 
escombros, albañilería reparación de aires acondicionados y alojamiento; lo cual, pa-
reciera también un aspecto importante a considerar en esta propuesta que, como se ha 
dicho, procuraría no solamente brindar un elemento más que fortalecería, robustecería 
y modernizaría nuestro mercado asegurador, sino que además, propendería ostensi-
blemente a la garantía efectiva del derecho a la vivienda, que, como ha sido apuntado, 
constituye un derecho de rango constitucional, integrando así dos sectores que si bien 
no son distantes el uno del otro, ya que apenas se encuentran vinculados a través de la 
oferta de un solo producto (hogar individual — combinado), bien pudieran acercarse 
más, integrarse y complementarse, desde el fin y objeto mismo de sus razones de ser 
en el marco constitucional: uno, para fortalecer el sistema financiero venezolano, y el 
otro, para alcanzar mejoras en la calidad de vida a través de la previsión y la protección 
del bien común.

No significaría pues la mera contratación de un seguro cualquiera en la búsqueda 
de un beneficio material o la tranquilidad individualmente considerada, sino que, bajo 
el prisma de la corresponsabilidad social, se contribuiría al mejoramiento de la calidad 
de vida de toda aquella persona natural que resida en una vivienda sujeta a condominio, 
fomentando además la cultura aseguradora en nuestra sociedad, lejos de la improvi-
sación, en procura de estimular un verdadero sentido de la previsión, y lo que es más 
importante, una previsión fortalecida y orientada hacia el bien común.
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CONCLUSIONES

Si erradicáramos de nuestro modus vivendi la esencia que da lugar a expresiones 
populares muy arraigadas en nosotros a nivel cultural, como aquella que dice que: 
“como vaya viniendo, vamos viendo” mejoraríamos ostensiblemente nuestra calidad 
de vida y tendríamos mejores mecanismos de conservación de nuestro patrimonio.

Estamos convencidos que el seguro de condominio nos acercaría más cultural-
mente a un elevado sentido de la previsión, alejándonos de la improvisación. Esa im-
provisación que hace que los problemas se agraven en lugar de resolverse más rápida-
mente, máxime, cuando no depende solo de nuestra voluntad o nuestro presupuesto, 
sino de los ingresos, la economía y la situación financiera de todos y cada uno de los 
integrantes de la comunidad de copropietarios en un edificio residencial.

Sin querer romantizar el asunto, consideramos que la adopción de este seguro en 
nuestra actividad aseguradora, nos prepararía mejor, elevaría nuestra calidad de vida, 
mejoraría nuestras condiciones habitacionales y todo ello, como se ha procurado preci-
sar, no sólo fortaleciendo nuestro sistema asegurador, sino impactando positivamente 
en el mercado laboral, a través de la profesionalización de la mano de obra calificada, 
encargada de asumir la ejecución de las reparaciones y mantenimientos de cada edifi-
cio.

Creemos además, sumamente importante, no solo incrementar la oferta de este 
importante producto a través de las compañías aseguradoras con presencia en el mer-
cado venezolano, con miras a la expansión y fortalecimiento de este mismo mercado, 
sino además, fundamentalmente, informar a la población potencialmente beneficiaria, 
de la existencia de una póliza de seguro con estas características, para empoderar así 
al copropietario en un condominio acerca de la posibilidad de mantener asegurada no 
solo su vivienda, sino además, para su propio beneficio, las áreas comunes del edificio 
en el cual reside, en pro del mantenimiento integral de su patrimonio y su sistemática 
y armónica revalorización.
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